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Excmo. Sr.: En el recurso gubernativo interpuesto por don LJuis
Comalada y Guinó, Alcalde del ilustre Ayuntamiento de Caldes de
Malavella, en nombre de dicha CorporaCión, contra la ne-gativa del
Registrador de la Propiedad de Santa Coloma de Farnen a inscribir
un documento suscrito por el señor Secretario y Alcalde del citado
Ayuntamiento.

~tC1ltivo se interpuso en 2 de junio de 1985'i el mandamiento de
embargo se dictó en 25 de julio de 1985. En 10 de septiembre
si¡uiente se da traslado de la demanda a la esposa a los solos efectos
del articulo 144 del Resi&mento Hipotecario.

2 Como no se pteSUme hoy que las deudas contraídas sólo
por el marido -o por la mujer- sean, además, de1ldas de la
sociedad, ha de estimarse, a efectos del Registro, que la deuda en
cuya JIIllntia se produce el embargo es privativa del c6nyugt
demandado en tanto no conste que la deuda es, además, deuda de
la sociedad de gananciales.

3. Al no constar que de la deuda hayan de responder los bienes
pnanciales ri¡e el pnncipio establecido en el artículo 1.373 del
Códiao: «eada cónyuge responde con su patrimonio personal de las
deudas propias». Y si bien este mismo precepto prevé que el
acreedor pnvativo puede pedir el embargo de bienes gananciales
concretos, no cabe, para conseguir, una vez disuelta la sociedad de
pnanciales, el embargo directo de un bien ganancisJ concreto,
mvocar el principio según el C1laI «la modificación del ~gimen
económíco matrimonial realizada durante el matrimonio no perju­
dicará en ningún caso los derechos ya adquiridos por terceros
(articulo 1.3.1 7 del Código Civil), pues los acreedores privativos del
marido no ttenen el derecho adqwndo a embargar bienes ganancia­
les concretos, según se razonó en la Resolución de 16 de febrero de
1987. Y si, Cllando se procede contra un bien concreto, resulta del
Resistro 9ue la sociedad de gananciales está disuelta y que el bien
fue adjudicado a la mujer, lo único que les queda a los acreedores
-si es que son puramente privativos del marido- en cuanto a ese
bien, es la impugnación, si procede, de la partición, lo que, en su
día, podrá provocar la correspondiente anotación preventiva de
detnanda.

4. Nos encontramos, pues, en el presente caso, con un
mandamiento de embargo sobre fmea que aparece inscrita a favor
de una =:~a:laue. según el mismo mandamiento, no es la
persona como deudora. Procede, en consecuencia, la
denegación en aplicación de los principios de tracto sucesivo y
lesitintación y, en partiC1llar, de las prescripciones establecidas en
losarticulos 20 y 38 de la Ley Hipotecaria Y 140-1." del Reglamento
Hipotecario.

Esta Dirección General ha acordado no estimar el recurso.

1.0 que, condevolución del expediente original, comunico
a V. E. para su conocimiento y efectos.

Madrid, 5 de enero de 1988.-El Director general, Mariano
Martín Rosado.

Excmo. Sr. Presidente de la Audiencia Territorial de Valencia.

de la Ley Hipotecaria, 140-1." Y 144 de IU Reglamento y las
Resolucion~de 6 y I~ de noviembre de 1981 impiden la anotación
del mandamiento cahficado, en tanto no sea dtmandada la aetual
titular registral. Que la aplicaciÓD de las Resoluciones antes citadas
a tste caso es incuestionable, aunque los hechos se iniciaseo en
1979 o antes, ya que en esa techa, la redaoción del articulo 1.322
del Código Civil no es la inicial de 1889, sino la dispuesta por la
Ley 14/1975, de 2 de mayo, que hizo posible la modificaci6D leIÚ"
!a lesislación civil comun, de las capitulaciones matrimonÍa1es e
mtrod!'Jo una norma, como la del articulo 1.322-3." que en la
actualidad es la del articulo 1.317 del Códi¡o Civil. Que la sociedad
recurrente ha eqwvocndo el camino procesa1 a seguit pues si las
capitulaciones matrimoniales otorpdas, que altetaro~ la titulari­
~ de la finca etIltl susceptibles de impugnación, debió haberse
mstado pteV18tDente la ~ente acción civil contra la titulat
registra!, pidiendo anotaCIón pteventiva de la demanda, confonne
a! articulo 42-1," de la Ley Hipotecaria. Que por último se debe
CItat lo estableCIdo en tI Auto del Presidente de la Audiencia en la
citada Resolución de 6 de noviembre de 1981, en la que se dice que
las posibles acciones que puedan correspondet a la Sociedad
recurrente «son detechos que ottndoxamente no deben hacetse
valer en la acción que depara una calificación registra!, debiendo
reservarse a la decisión a recaer en el proceso jurisdiocional que
puede promoverse».

V

El ilustJisimo Magistrado-Juez de Primera Instancia número 1
de Alicante informó que se estima que dado traslado de la detnanda
a la esposa, a los efectos del articulo 144 del RegIam~~teca­
río, procede la anotación en el Resistro de la . del
emhalJo efectuado sobre la finca actualmente inscrita como bien
privattvo de la esposa, en virtud del articulo 1.317 del Códiso Civil,
siendo evidente que las capitulaciones matrimoniales se OlOlpron
~~,de haber adquirido el marido la obli¡¡ación CllyO 1'8&0 se

de la que han de responder'!ns bienes aananciales a tenor
de lo estableCIdo en los articulos 1.362-4.", 1.365 Y 1.369 Y
concordantes del Códiso Civil, evitándose con ello maniobras
defraudatorias. Y que a la titulat de la finca siempte le quede a
aa1vo la posibilidad de entablar una terceria de dominio.

VI

El Presidente de la Audiencia Territorial de Valencia confirmó
!a nota del Resistrador, fundándose en la doctrioa sostenida por la
JunsprudenC18 de Tnbunal Supremo y por las Resoluciones de la
Dirección General de los Resistros y del Notatiado.

Vil

El Letrado recurrente aptló el auto presidencial, manteniéndose
en sus alegaCIones y añadió que la resolución no tiene en cuenta el
~~ito y extensión. de aplicación del articulo 1,317 del Código
Civil. Que aquella CIta y desarrolla la teoria del fraude de Ley,pero
no la aplica como ineficacia absoluta del acto de separación de
bienes por los esposos, en ~uiciode acreedores anteriores, como
lo contempla el ptecepIO civil citado. Que, por último, se cita en
dicha Resolución el artlculo 40 de la Ley Hipotecaria por la
necesidad de demandar al titular inscrito, Cllando dicho articulo no
contemple el supuesto especial re¡ulado por el artiClllo 1.317 del
Código Civil en su redaoción actua1, que es posteriOt a la Ley
Hipotecaria, y se refiere exclusivamente al caso de que el nuevo
titulat inscrito sea precisamente su cónyuge en virtud de capitula·
ciones efectuadas en fraude de acreedores.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

2688 RESOLUCJON de 12 de enero de J988. de la Direc­
ción de los Registros y del Notariado, en el recurso
gubernativo interpuesto por don Uuis Coma/ada y
Guinó. Alcalde del ilustre Ayuntamiento de Caldes de
Ma/avella. en nombre de dicha Corporación, contra la
negativa del Registrador de la Propiedad de Santa
Caloma de Farners a inscribir un documento suscrito
por el señor Secretario y Alcalde del citado Ayunta­
miento.

1, El Resistrador deniega la anotación preventiva ordenada en
el mandamiento de embargo porque la finca a que se refiere consta
inscrita en favor de una persona distinta al detnandado. En el
embargo conCllrten las cirCllnstancias siguientes:

l." No consta en el mandamiento que la deuda reclamada
contra uno de los cónyuges sea, además, deuda de la sociedad de
aananciales. Se dieta el mandamiento en juicio ~tC1ltivo seguido
únicamente contra el marido, en virtud de letra de cambio h'brada
en 9 de abril de 1984 sólo con la firma del marido. El marido,
además de firmar la letra por si, la firma tambi~n por su esposa
(\lOtO kta no aparece como detnandada ni se ha acreditado el podet
del marido).

2" La finca a que se refiere el mandamiento de embargo
consta inscrita en favor de la mujer del demandado por haber siélo
adquirida en virtud de adjudiCllCtÓD consiguiente a la disolución de
1& sociedad de pnanciales.

3." La escntura de disoluciÓD de la sociedad Yadjudicación de
los bienes fue otorpda en 29 de marzo de 1985 e inscnta, en C1l8DtO
a la finca en CllesttÓD en 1 de abril de 1985. la detnanda del juicio

HECHOS

El Pleno del Ayuntamiento de Caldes de MalaveJIa, en sesión
del día 14 de enero de 1986, acordó declarar innecesaria la
reparcelación de la unidad IlJ en suelo urbano, en ejecución del
Plan General Municipal de Ordenación Urbana. Y en aplicación de
lo que disponen los artículos 131.2 de la Ley del Suelo y 188.3 del
Reglamento de Gestión Urbanística, se produjo la transmisión al
Municipio citado, en pleno dominio y libre de cargas, de la
titularidad dominical de todos los terrenos que legalmente son
objeto de cesión obligatoria y gratuita a la Administración actuante,
según el mencionado Plan General y que se reflejan en los planos
de ordenación que el mismo contiene.

Con fecha 26 de junio de 1986 se requirió al señor Benet Viñals
Batehelli, para que en nombre y representación de «Promociones
Viñals, Sociedad Anónima», propietaria única de los terrenos
incluidos en la unidad de actuación. proceda a dar cumplimiento
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a la obligación <;le formalizar: mediante aeta, ~ transmisión de
dominio produClda, aperclblendosele, en el IDlSDlO esento, de
ejecución subsidiaria, de oficio, por parte del Ayuntamiento y
siendo a su callo los gastos (jue. se puedan originar. para el caso de
incom parecencia sm causa Justificada.

Debido al incumplimiento del particular citado, el Ayunta­
miento procedió a formalizar mediante aeta la ce~ión obligat~ria y
gratuita de los terren.os que ya eran de ~ptedad mUnicipal,
adaptándose el contenido del acta a lo que dispone la Orden de 9
de marzo de 1964, por la que se fijan las circunstancias y requisitos
que se han de hacer constar en las actas de expropiaciones
urbanísticas.

11

Presentado el citado documento en el Registro de la Propiedad
de Santa Coloma de Famen, con fecha 13 de agosto de 1986, que
fue devuelto al Ayuntamiento con manifestación escrita de los
defectos observados y, previa petición del presentante fue califi­
cado con la siguiente nota: «Denegada la inscripción del presente
documento por observarse el siguiente defecto: La ejecución
subsidiaria, prevista en el artículo 106 de la Ley de Procedimiento
Administrativo no puede aplicarse a la actuación urbanística a que
se refiere el precedente documento, por cuanto: a), no se cumplen
los requisitos de los artículos lOO a lOS, ambos inclusive, de la
citada Ley; b), dicha ejecución subsidiaria está prevista en el
artículo 61 del Reglamento de Disciplina Urbanistica de 23 de julio
de 1978, para supuestos de infracciones urbanísticas distintas de la
referida en el documento cuya inscripción se deni~. Siendo este
defecto de carácter insubsanable, no se tomó anotaCIón preventiva.
Santa Coloma de Famers. 15 de octubre de 1986.-El Registra-'
dor.-Firma ilegible.»

III

- Don LluísComaiada y GUiDÓ, Alcalde, en representación del
Ayuntamie.nto de Caldes de Malavella, interpuso recurso guberna.
tlVO y alego: Que se han cumplido escrupulosamente los requísitos
que para la ejecución forzosa de las actas administrativas estable­
cen los artículos 100 a 108 de la Ley de Procedimiento Administra­
tivo. estando constituidos el fundamento que por el acuerdo
plenario declarando inn~esaria la reparcelación y J?Or el requeri­
miento del Alcalde apembiendo, en caso de mcumplimiento que se
procedería a la ejecución forzosa, que sin que sea necesaria la
intervención de los TribunaJes comporta, legalmente la transmisión
al MUniCIPiO de los terrenos que el Plan señala como de cesión
obligatoria y gratuita, de acuerdo con los principios de ejecutividad
y aCCIón de ofiCIO aplicables a la actuación administrativa con
carácter general. En cuanto al sistema de ejecución forzosa utili­
zado, entre los que establece el articulo 104 de la Ley de
Procedimiento Administrativo, se ha acogido el más idóneo. la
ejecución subsidiaria, pues se trata de un acto que por su naturaleza
no es personalísimo y, por !8nto, se realiza por un sujeto diferente
del obligado. Que en la calificaciÓn, el Repstrador Cita al artículo
61 del Reglamento de Disciplina Urbanistica, que se refiere a
infracciones urbanísticas distintas de la contemplada en el docu­
mento cuya inscripción se deniega, pues se trata de uno de los
supuestos de gestión y serán aplicables las determinaciones del
sistema de cooperación y, subsidiariamente, por analogía, la
regulaCIón de los procesos de expropiación forzosa. Que no se
puede olVidar que la Ley de Procedimiento Administrativo se
aplica con carácter supletorio, según el articulo 1.4 de dicha Ley, en
el procedimiento administrativo de las Corporaciones Locales y
que, en ausenaa de normas positivas aplicab1es, es aplicable la
prerrogativa de ejecución forzosa.

IV

El Registrador de la Propiedad, en defensa de su nota, alegó:
1°) Que el incumplimiento de los requisitos exigidos en los
artículos 100 a 108, ambos inclusive, de la Ley de Procedimiento
Administrativo, se adujo como defecto porque: a) No se acreditó en
el documento presentado el apercibimiento formal al interesado o
propietario de los terrenos. como exige el artículo 102 de la citada
Ley; b) Tampoco se acreditó en dicho documento la firmeza del
acto administrativo del acuerdo del A)untamiento de declarar
innecesaria la reparcelación urbanística. 2.") Que el motivo princi­
pal de la denegación es la inaplicabilidad de las normas de la Ley
de Procedimiento Adminístrativo sobre ejecución subsidiaria al
caso que nos ocupa. En efecto. el Ayuntamiento de Caldes de
Malavella, para la ejecución del Plan General en la Unidad 1Il de
Actuación en Suelo Urbano, ha optado por el sistema de coopera­
ción, declarando innecesaria la reparcelación, conforme al artículo
131.2 de la Ley del Suelo; pero, aparte de no saberse aún si tal
acuerdo es firme en vla administrativa. ante el íncumplimiento por
parte de los propietarios de las obligaciones urbanísticas que tal
acuerdo comporta, no cabe la ejecución subsidiaria, SIOO la

expropiación forzosa de los terrenos correspondientes,. que está
prevísta en la Ley del Suelo y en sus R~amentos, bien como
sistema de actuación o como medio supletono para la ejecución de
los sistemas de cooperación o compensación (artlculos 194 y 195
del Reglamento de Gestión); o sea, que tratándose de actuaciones
urbanísticas, el procedimiento administrativo no puede ser otro
que el regulado por dicha legislación, por ser un procedimiento
administrativo de carácter especial; y, por lo tanto, en el caso objeto
de este recurso. una vez firme el acuerdo del Ayuntamiento, ante
la falta de adhesión del propietario o propietarios correspondientes
al sistema de cooperación, debe procederse a la expropiación
forzosa de los terrenos con todas sus consecuencias; 3.°) Que en el
sistema de cooperación previsto en la Ley del Suelu es fundamental
el acto de reparcelación para una ~uitativa distribución de los
beneficios y de las cargas; sólo será mnecesaria la reparcelación,
según el articulo 131.2 de dicha Ley, cuando resulte evidente la
equidad en la citada distribución; no obstante. cuando no existe
unanimidad entre la Administración y los propietarios de los
terrenos correspondientes, a aquélla no le queda otra opción que
efectuar la re~lación o acudir a la expropiación forzosa del
poligono o uDldad de actuación; y se considera que la Administra­
ción no puede acudir, por analogía, a la aplicación de la ejecución
forzosa de la Ley de Procedimiento Administrativo, porque existe
el procedimiento especial, mencionado anteriormente, que es
aplicable con preferencia al regulado en dicha Ley.

V

El Presidente de la Audiencia Territorial de Barcelona confirmó
!a !1,?ta del Registrad~ fundándose en el primer razonamiento
jundico, en las sentenCIas de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo
de S de mayo de 1978 Y 3 de marzo de 1984, que reafirman el
principio de derecho que la LeY especifica prevalece sobre la
general (sentencia de la Sala Quinta del Tribunal Supremo de 24 de
noviembre de 1.976. entre otras); y, por otro lado, en. la Resolución
de la Dirección General de los Registros '1 del Notariado de 29 de
nOVIembre de 1978, recalda en un expediente sobre aplicación de
la Ley del Suelo, se advierte que en la calificación registral gozan
1'?5 ~e&!s~res de una mayor libertad, si~ndo igualmente princi­
pIO jundico que ,"oda norma de eXcepClón ha de interpretarse
restrictivamente (sentencia de la Sala Cuarta de 8 de mayo de 1979,
entre otras); en el razonamiento jurldico segundo, en que debe, por
lo tant!" prevalecer.l,? regulado. en la Ley del Suelo sobre la de
Procedimiento AdmlOlstralIvo, SlO que sea apltcable lo estatuido en
el. Reglamento de 23 de julio de 1978. al tratarse de supuesto
dIferente; y, por último, en el razonamiento jurldico tercero. en la
Resolución de 22 de mayo de 1986 de la Dirección General de los
Registros y del Notariado.

VI

El Alcalde-Presidente recurrente apeló el auto presidencial,
ma!1teniéndose e!1 sus.alegaciones y añadió: Que por.mucho que se
apltquen los pnnClplOS aludidos en el razonamIento jurídico
pnmero del auto no hay manera de evitar que el acuerdo municipal
de declaración de innecesidad de la reparcelación, cuando se actúa
por el procedimiento de cooperación, produzca los efectos que
taxativamente le atribuye el articulo 188.3, a) del Reglamento de
Gestión Urbanistica, siendo de Oblirtoria apltcación al caso que se
contempla, los artículos 100 a 10 de la Ley de Procedimiento
Administrativo, como lo ordena el artículo 1.2 de dicha Ley, y lo
que hace esta Ley no es sustituir un bloque normativo (el común)
por otro especial (el urbanístico), sino al contrario, lo que declara
es la aplicabilidad de las normas contenidas en los títulos IV y VI.
salvo el capítulo I de éste y en el capítulo 11 del titulo 1, en defecto.
de otras especiales, y la Ley del Suelo no sólo no establece una
regula<:ión específica .d~ la ejecución subsidiaria de los actos
admlOlstratlvos urbaDlsllcos, SIDO que, además dejarla numerosos
supuestos huérfanos de regulación, con la consecuencia inmediata
de la imposibilidad de actuación administrativa, si se sigue la
mterpretación del auto. Este mismo sentido, pero de una manera
explicita, es el recogido en el artiCUID 8.4 del Reglamento de la Ley
9/1981, de 18 de noviembre, sobre protección de la legalidad
urbanística de Cataluña, y lo mismo sucede en el articulo lO del
Reglamento de Disciplina Urbanística. Que en cuanto a la aflfOta­
ción que se siente en el razonamiento jurídico segundo del auto es
consecuencia del enfoque erróneo al que se alude en el párrafo
anterior, pues no existe precepto ICP.l alguno que imponga la
expropiación forzosa para la adquiSición de un terreno que se
config~ como. ~ cesión obligato~a y gratu~ta en la nOf!Da
urbanística mUJllClpal y que está IOclwdo en la UDldad de actuación
que se ejecuta por el procedimiento que, siguiendo la prelación
establecida en el artículo 119.2 de la Ley del Suelo, se ejecuta por
el procedimiento de cooperación. Por otro lado, se acepta la
manifestación de no ser aplicable lo estatuido en el Decreto de 23
de junio de 1978, que aprueba el Reglamento de Disciplina
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Urbanistica. Que en lo que se refiere al razonamiento jurídico
tercero, parece deducirse de él que la resolución del Registrador
denesando la inscripción, halla su causa y justificación en la falta
de acreditación por parte de la Administración peticionaria de los
extremos: 1.°) el apercibimiento previo a la ejecución subsidiaria
(que establece el articulo 102 de la Ley de Procedimiento Adminis­
trativo), y 2.°) la firmeza del acto administrativo previo que
justifica la ejecución forzosa, pues bien el artículo 117 del Regla.
mento Hipotecario prohibe la discusión, en el recurso gubernativo
de las cuestiones que no se relacionen con la calificación del
Registrador y éste, en la nota impugnada, nada hizo constar a la
hora de exponer los motivos de Su resolución sobre la necesidad de
acreditar los mencionados extremos. Desde otro punto de vista, de
nínguna manera procedía declarar insubsanables los defectos del
documento presentado si se pretende fundamentar la decisión del
Registrador en la falta. de conocimiento del expediente que dío
lugar a un título que, a sensu contrario, se está reconociendo válido
e inscribible. Y, por último. la firmeza a que se refiere esle
razonamiento jUrídico no puede ser sino «firmeza en vía adminis~
trativs», la cual se había producido plenamente en el momento de
solicitar la inscripción del derecho, y ello porque dicha firmeza es
la que exige el articulo 124.1 del Reglamento de Gestión Urbanís·
tica.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Vistos los articulos 3 de la Ley Hipotecaria; 102 de la Ley de
.Procedimiento Administrativo; 131·1 y 2 de la~ del Suelo; 188'3
del Reglamento de Gestión Urbanística y 341.1. , b), de la Ley de
Régimen Local.

1. El presente recurso se plantea con motivo de la titulación
necesaria para la inscripción en favor del municipio recurrente de
determinados terrenos que conforme a las previsiones urbanísticas
del Plan General Municipal de Ordenación Urbana le han de ser
oedidos obligatoria f gratuitamente. El debate no.cuestiona la
validez de la delimItación de la unídad de actuación en que
aquéllos se hallen comprendidos, ní la correcta adopción del
sistema de cooperación para su ejecución; tampoco se discute la
procedencia del acuerdo de inneeesariedad de reparcelacíón -dada
la pertenencia de todos los terrenos comprendidos en el poligono
a un solo propietario- y de fijación de las superficies que han de
ser cedidas obliJatoria Ygratuitamente.

2. La cuesuón a decidir es sólo la de si es titulo suficiente para
la inscri~ón en favor del municipio la certificación municipal
acreditativa de que en aplicación de los artículos 131.2 de la Ley
del Suelo y 188.3 del Reglamento de Gestión Urbanística se ha
producido la trasmisión af municipio en pleno dominio y libre de
cargas de determinado terreno de cesión obligatoria y gratuita, y
acreditativa, también, de que ante la nesativa del propietario a
formalizar juridicamente la cesión de los terrenos correspondientes,
el Ayuntamiento hace uso de la facultad de ejecución forzosa que
le concede el articulo 102 de la Ley de Procedimiento Administra·
tivo y otorga de oficio aeta de ocupación como vehiculo para
obtener la inscripción.

3. Son preceptos básicos para resolver esta cuestión el articulo
131.1 de la Ley del Suelo y el 188.3 del Reglamento de Gestión
Urbanística, de ellos se desprende con claridad que el acuerdn de
inneeesariedad de la reparcelación, cuando se ejecuta el polÍ$0no
por el sistema de cooperación no se limita a provocar la definitiva
concreción y exigibilidad de la, hasta entonces indeterminada.
obli...,ión de cesión gratuita de cienos terrenos, de modo que seria
precISO una actuación adicional del propietario afectado por la que
dando cumplimiento a este deber se opere la traslación dominical;
sino que, más aún, la ejecutividad de aquel acuerdo produce de
modo automático el traspaso dominical sin necesidad de concu·
rrencia de la voluntad del sujeto afectado; en consecuencia, la
cuestión debatida se desenvuelve en el plano formal de la docu·
mentación de una situación juridico-real ya operada para su
constatación registra! y no en el sustantivo de la fijación del título
material adecuado para que esa transmisión se produzca.

4. Si se tiene en cuenta la facultad certificante del Secretario
de la Corporación Local respecto de todos los actos y acuerdos de
la misma (articulo 34l.I.°·b de la Ley de Régimen Local) y la
especificación de los documentos que permiten el acceso registral
de los actos inscribibles (articulo 3 de la Ley Hipotecaria/ debe
concluirse que la simple certificación del Secretario con e visto
bueno del Presidente de la Corporación, expresiva del acuerdo de
inneeesariedad de reparcelación y de la realidad, validez y eficacia
de todos los presupuestos requeridos por la legislación urbanística
para que aquél produzca el traslado dominical que se pretende
mscribir la vigencia del Plan que se ejecuta, la delimitación del
poUgono.-adopción del oportuno sistema de actuación, etc., sería
vehículo suficiente para el despacho del asiento solicitado; la no
necesidad de prestación específica de su consentimiento por el
sujeto afectado determina la inutilidad del recurso a la facultad de

ejecución forzosa prevista en el anículo 102 de la Ley de Procedi­
miento Administrativo, y más aun la exigencia de expmpiación de
lo que ya es titularidad del sujeto que habría de ser expropiante, y
sin que en este recurso haya de decidirse sobre otros motívos
(firmeza de) acuerdo) no invocados en su Nota por el Registrador.

Por todo ello, esta Dirección General ha acordado estimar el
recurso interpuesto. revocando e) Auto apelado y Ja Nota del
Registrador.

Lo que, con devolución del expediente original comunico
a V. E. para su conocimiento y demás efectos.

Madrid, 12 de enero de 1988.-EI Director general, Mariano
Martín Rosado.

Excmo. Sr. Presidente de )a Audiencia Territorial de Barcelona.

RESOLUClON de 18 de enero de 1988, de la Subse­
cretaria, por la que se anuncia haber sido solicitada
por doña Consuelo Moreno zayas y dalla María del
Rosario Jiménez de la Serna y Moreno la sucesión en
el título de Marqués de Cavaselice.

Doña Consuelo Moreno Zayas y doña María del Rosario
Jiménez de la Serna YMoreno han solicitado la sucesión en el titulo
de Marqués de Cavaselice, vacante por fallecimiento de don
Antonío Moreno Zayas, lo que se anuncia por el plazo de treinta
días, contados a partlf de la publicación de este edicto, a los efectos
del articulo 6.° del Real Decreto de 27 de mayo de 1912 para que
puedan solicitar lo conveniente los que se consideren con derecho
al referido Utulo.

Madrid, 18 de enero de 1988.-El Subsecretario, Liborio Hierro
Sánchez·Pescador.

RESOLUC10N de 18 de enero de 1988, de la Subse­
cretaria, por la que se anuncia haber sido solicitada
por don Luis A"izaba/aga Clemente la sucesión por
cesión en el título de Marqués de Oroquieta.

.Don Luis Arrizabalaga Oemente ha solicitado la sucesión en el
título de Marqués de Oroquieta, por cesión de su padre, don Luis
Arrizabalaga YMoriones. Lo que se anuncia por el plazo de treinta
días, contados a partir de la publicación de este edicto, a los efectos
de los articulos 6.° Y 12 del Real Decreto de 27 de mayo de 1912,
para que puedan solicitar lo conveniente los que se consideren
perjudicados por la mencionada cesión.

La presente Resolución anula la publicada en el «Boletín Oficial
del Estad"" de 18 de diciembre de 1987.

Madrid, 18 de enero de 1988.-El Subsecretario, Liborio Hierro
Sánchez·Pescador.

2691 RESOLUClON de 18 de enero de 1988. de la Subse­
cretaría, por la que se anuneia haber sido solicitada
por doña Consuelo Celdrán Ruano la rehabilitación
en el título de Marqués de Tosos.

Doña Consuelo Celdrán Ruano ha solicitado la rehabilitación
del titulo de Marqués de Tosos concedido a don Juan de Ulzurun
de Usanza en 31 de enero de 1703, y en cumplimiento de lo
dispuesto en el articulo 4.0 del Decreto de 4 de junio de 1948 se
señala el plazo de tres meses a partir de la publicación de este edicto
para que puedan solicitar )0 conveniente Jos que se consideren con
derecho al referido Utulo.

Madrid, 18 de enero de 1988.-EI Subsecretario, Liborio Hierro
Sáncbez·Pescador,

RESOLUClON de 19 de enero de 1988, de la Direc­
ción General de los Registros y del Notariado, en el
recurso gubernativo inzerpueslo por dan Francisco
Cabezas Martfnez, en nombre de «,\'''~'t'ta, Sociedad
Anónima», contra la negativa de R['gi.~trador de la
Propiedad número 7 de Barcelona a practicar nueva
inscripción a favor del vendedor en virtud de resolu­
ción de la transmisión efectuada.

Excmo. Sr.: En el recurso gubernativo jnterpue~to por. don
Francisco Cabezas Martínez en nombre de ~(Nayeta, SOCIedad
Anónima», contra la negati~a del Registrador de la Propiedad


